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de amparo) y en la magistratura constitucional.

Abstract: the objective of this paper is to present proposals 
to improve the effectiveness of constitutional jurisdiction in 
the protection of fundamental rights within the Peruvian Sta-
te, through reforms in the structure of constitutional processes 
(with special emphasis on the protection process) and in the 
constitutional judiciary.

Palabras clave: jurisdicción constitucional, proceso constitu-
cional, tribunal constitucional, derechos fundamentales, poder 
judicial, proceso de amparo.

Keywords: constitutional jurisdiction, constitutional process, 
constitutional court fundamental rights, power of attorney, 
protection process.

| 191 | 

Libro completo en https://tinyurl.com/3d5hxcuf
2026. UNAM, Instituto de Investigaciones Jurídicas, 
https://www.juridicas.unam.mx/ 
Instituto de Estudios Constitucionales del Estado de Querétaro, 
https://portal.queretaro.gob.mx/ieceq/ 
Acervo de la BJV: https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv



Sumario: I. Introducción. II. Modelo de jurisdicción consti-
tucional peruano; III. Propuestas de reformas a la jurisdicción 
constitucional para la mejora en la protección de los derechos 
fundamentales. IV. Conclusiones. Referencias.

I. Introducción

La presente ponencia tiene como objetivo plantear propuestas 
para mejorar la efectividad de la jurisdicción constitucional en 
la protección de derechos fundamentales dentro del Estado pe-
ruano. Cabe precisar que, si bien hace unos años se reformó 
el cuerpo procesal que regula los procesos constitucionales a 
través de la aprobación del Nuevo Código Procesal Constitucio-
nal, Ley N. 31307,1 esta reforma parece no ser suficiente para 
alcanzar una efectiva protección de los derechos fundamenta-
les. En tal sentido, nuestras propuestas tienen por objeto mejo-
rar la efectividad de la protección de derechos fundamentales 
en la jurisdicción constitucional tanto a nivel de los procesos, 
como a nivel de la magistratura constitucional. Se trata tanto 
de reformas constitucionales, como de reformas legales. En la 
presente ponencia partiremos del análisis del modelo de juris-
dicción constitucional peruano y de los procesos constitucio-
nales y órganos jurisdiccionales que lo integran, así como las 
propuestas de reforma que se necesitan en ambos para mejorar 
la efectividad de esta jurisdicción encargada de brindar justicia 
constitucional.

1	 Al respecto Roel Alva, Luis Andrés, “El amparo directo ante el Tribunal 
Constitucional”, Pensamiento Constitucional, núm. 21, Lima, Maestría en 
Derecho Constitucional de la Pontificia Universidad Católica del Perú, 
2016, pp 323-346. https://revistas.pucp.edu.pe/index.php/pensamiento-
constitucional/article/view/18711/18952; Roel Alva, Luis Andrés, El Am-
paro Directo ante el Tribunal Constitucional, Tesis para obtener el título de 
Magíster en Derecho Constitucional, Lima, Pontificia Universidad Católica 
del Perú, 2013; entre otros.
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II. Modelo de jurisdicción constitucional peruano

2.1. Estado peruano como un modelo 
 de Estado constitucional de derecho

Previamente a explicar el modelo de jurisdicción constitucional 
peruano, debemos advertir que el Constituyente peruano ha de-
terminado que nuestro Estado asuma un modelo de Estado Cons-
titucional de Derecho, conforme lo ha determinado en su obra, la 
Constitución Política de 1993, cuyo artículo 51° dispone: “La Cons-
titución prevalece sobre toda norma legal; la ley, sobre las normas 
de inferior jerarquía, y así sucesivamente. La publicidad es esencial 
para la vigencia de toda norma del Estado”. Al respecto, el Tribunal 
Constitucional peruano interpretó lo siguiente: “[...], la supremacía 
normativa de la Constitución de 1993 se encuentra recogida en sus 
dos vertientes: tanto aquella objetiva, conforme a la cual la Consti-
tución preside el ordenamiento jurídico (artículo 51°), como aque-
lla subjetiva, en cuyo mérito ningún acto de los poderes públicos 
(artículo 45°) o de la colectividad en general (artículo 38°) puede 
vulnerarla válidamente”.2 Agregando luego el mismo Tribunal que 
el Estado peruano ha asumido un modelo de Estado Constitucional 
de Derecho, con todas sus características y exigencias: 

El Estado Constitucional de Derecho supone, entre otras cosas, aban-
donar la tesis según la cual la Constitución no era más que una mera 
norma política, esto es, una norma carente de contenido jurídico 
vinculante y compuesta únicamente por una serie de disposiciones 
orientadoras de la labor de los poderes públicos, para consolidar la 
doctrina conforme a la cual la Constitución es también una Norma 
Jurídica, es decir, una norma con contenido dispositivo capaz de vin-
cular a todo poder (público o privado) y a la sociedad en su conjunto.3

En este orden de ideas, el Estado peruano se reconoce como 
tal dentro del modelo de Estado Constitucional de Derecho y 
bajo el cual se desarrolla, siendo la principal característica la su-
premacía de la Constitución, a la cual se le dota de naturaleza 

2	 Sentencia del Tribunal Constitucional N. 04053-2007-PHC/TC, funda-
mento jurídico 13.

3	 Ibidem, fundamento jurídico 12.
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programática y fuerza vinculante. La consecuencia práctica en-
tonces podemos entenderla como la subordinación de las leyes a 
la Constitución Política, la misma que contiene las reglas básicas 
de convivencia tanto social como política, además del recono-
cimiento de las garantías de los derechos fundamentales del ser 
humanos (parte material), que implica además que todas las ac-
tuaciones del Estado deben estar guiadas y enmarcadas dentro de 
los límites de la Constitución.

Cabe recalcar que consolidar el Estado Constitucional de De-
recho en el Perú, es un desafío constante que no solo requiere del 
fortalecimiento de las instituciones autónomas y democráticas 
cuyo eje principal es la defensa de los derechos fundamentales y 
la efectiva vigencia y supremacía normativa de la Constitución4, 
sino que además implica que dentro del Estado no hay zonas 
exentas de control constitucional. 

2.2. Modelo dual o mixto

2.2.1.Modelo dual

Se le denomina al modelo de jurisdicción constitucional como 
dual porque acoge dos modelos de control constitucional de dos 
vertientes doctrinarias distintas: i) control difuso y ii) control 
concentrado; conforme ha señalado el profesor Domingo García 
Belaunde en el caso peruano se han: “[...] incorporado casi en 
bloque, el modelo concentrado dentro de un sistema difuso, sin 
contaminarlo ni absorberlo, por lo que el modelo predominante 
es el modelo dual o paralelo, cuya primera forma nítida de mani-
festación es la Constitución peruana de 1979”.5 

4	 Ruiz Molleda, Juan Carlos, “Estado Constitucional de Derecho, democra-
cia y descentralización”, Diálogo Regional: Estado de Derecho en el marco 
de la Descentralización en los Países Andinos, Documentos Temáticos, Lima, 
Programa CAPACIDES-Fortalecimiento de capacidades para procesos de 
descentralización, 2009, pp. 3 y 4, https://www2.congreso.gob.pe/sicr/cen-
docbib/con3_uibd.nsf/41D8C999437DFFFF0525786A007A97A1/$FILE/
estado_derecho_ponencias_LIMA.pdf 

5	 García Belaunde, Domingo, “La jurisdicción constitucional y el modelo 
dual o paralelo”, Revista Advocatus, núm. 1, Nueva Época, Lima, Facultad 
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En tal sentido, respecto de estos dos modelos podemos se-
ñalar lo siguiente: i) El control difuso del modelo anglosajón, 
implica la actuación de los jueces, quienes pueden inaplicar, en 
un caso concreto que estén conociendo, una norma que conside-
ran que contraviene disposiciones constitucionales y legales, tal 
como se puede apreciar en el artículo 138 de la Constitución y ii) 
el control concentrado del modelo continental europeo, implica 
que tanto el Tribunal Constitucional y el Poder Judicial puedan 
declarar la inconstitucionalidad e ilegalidad de normas que con-
travengan disposiciones constitucionales y legales, según corres-
ponda, a través del proceso de inconstitucionalidad y la acción 
popular, respectivamente, consagrados en la Constitución Políti-
ca en los incisos 4) y 5) de su artículo 200.

2.2.2. Modelo mixto

Si bien podemos decir que la jurisdicción constitucional peruana 
es dual en cuanto posee en su ordenamiento constitucional dos 
modelos de control constitucional como son el difuso y el con-
centrado, también es cierto que la competencia para resolver los 
procesos constitucionales depende tanto del Poder Judicial como 
del Tribunal Constitucional. Dicho de otro modo, la jurisdicción 
constitucional en nuestro país es compartida por el Tribunal 
Constitucional y el Poder Judicial, siendo los procesos de tutela 
de derechos constitucionales donde más se evidencia este hecho, 
puesto que se inician en el fuero del Poder Judicial y dependien-
do de lo resuelto en segunda instancia de este fuero, es también 
de conocimiento por el Tribunal Constitucional. 

De igual forma, tanto nuestra Constitución Política como el 
Nuevo Código Procesal Constitucional (y su antecesor, el Código 
Procesal Constitucional) han determinado que tanto los jueces 
del Poder Judicial como los Magistrados del Tribunal Constitu-
cional son los responsables de asegurar el ordenamiento y los 
derechos constitucionales dentro del Estado peruano. 

de Derecho de la Universidad de Lima, 1998, pp. 68, https://revistas.ulima.
edu.pe/index.php/Advocatus/article/view/2214/2159 
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2.3. Procesos constitucionales

Conforme hemos expuesto previamente, los procesos constitu-
cionales que forman parte de la jurisdicción constitucional tienen 
dos objetivos, acorde lo determinado por la Constitución Políti-
ca de 1993 y específicamente el artículo II del Título Preliminar 
del Nuevo Código Procesal Constitucional, Ley N. 31307, que 
dispone literalmente que: “Son fines esenciales de los procesos 
constitucionales garantizar la vigencia efectiva de los derechos 
constitucionales reconocidos por la Constitución y los tratados 
de derechos humanos; así como los principios de supremacía de 
la Constitución y fuerza normativa”.

Cabe señalar que una redacción similar tenía su antecesor, el 
Código Procesal Constitucional, Ley N. 28237, en cuyo artículo 
II de su Título Preliminar determinaba que: “Son fines esencia-
les de los procesos constitucionales garantizar la primacía de la 
Constitución y la vigencia efectiva de los derechos constitucio-
nales”.

De esta forma, conforme podemos apreciar, ambos cuerpos 
procesales normativos coinciden en cuanto a las finalidades que 
deben cumplir los procesos constitucionales en la jurisdicción 
constitucional peruana. Sobre el particular, el TC concluyó que: 
“La doctrina constitucional comparada ha establecido que exis-
ten básicamente dos tipos de procesos constitucionales. En pri-
mer lugar, están los procesos destinados al afianzamiento de los 
derechos fundamentales; y, en segundo lugar, los procesos cons-
titucionales que aseguran la supremacía de la Constitución”.6 En 
tal sentido, describiremos a continuación los procesos constitu-
cionales que pretenden garantizar cada uno de estos objetivos, 
haciendo un énfasis en los encargados de proteger los derechos 
fundamentales, que son materia de la presente ponencia. 

6	 Sentencia del Tribunal Constitucional N.º 0266-2002-AA/TC, fundamento 
jurídico 5.
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2.3.1. Defensa de la supremacía constitucional

El poder constituyente peruano al momento de diseñar el mode-
lo de jurisdicción constitucional estableció en su obra, la Consti-
tución Política de 1993, el control constitucional concentrado, el 
cual no solo estaría encargado al Tribunal Constitucional, como 
primigeniamente está planteado en la tesis de Hans Kelsen,7 sino 
que, además, al Poder Judicial. Ciertamente, el denominado con-
trol constitucional concentrado lo realiza tanto el Tribunal Cons-
titucional a través del proceso de inconstitucionalidad8 como el 
Poder Judicial mediante el proceso constitucional de acción po-
pular.9 El primero dirigido a invalidar cualquier norma de rango 
legal que contravenga la Constitución Política10 y el segundo cuya 
finalidad es erradicar del ordenamiento jurídico peruano cual-
quier norma de rango infralegal o reglamentario que atente con-
tra la Constitución o que contradiga alguna disposición legal.11 
En relación con lo expuesto, nuestro TC interpretó lo siguiente: 
“[...], existen procesos constitucionales que están destinados a la 
defensa del principio de supremacía de la Constitución, lo cual 
quiere decir que se busca asegurar la propia noción de Constitu-
ción, ya que, sin la efectividad del principio de supremacía, las 
normas constitucionales se descalificarían ubicándose al mismo 
nivel que ocupan las normas legales ordinarias”.12

Por otro lado, dentro de este grupo de procesos constitucio-
nales, tenemos el proceso competencial que tiene por objeto de-
fender la parte orgánica de la Constitución Política, es decir, se 
encarga de proteger la estructura y funcionamiento de los pode-

7	 García Toma, Víctor, Teoría del Estado y Derecho Constitucional, 3ª. ed., 
Arequipa, Editorial Adrus, S.R.L, 2010, p. 654.

8	 Artículo 202. 1 de la Constitución Política y Artículo 97° del Nuevo Código 
Procesal Constitucional. 

9	 Artículo 84 del Nuevo Código Procesal Constitucional 
10	 Artículo 200. 4 de la Constitución Política y el Artículo 76° del Nuevo Có-

digo Procesal Constitucional.
11	 Ver: Artículo 200. 5 de la Constitución Política y el Artículo 75° del Nuevo 

Código Procesal Constitucional.
12	 Sentencia del Tribunal Constitucional N. 00266-2002-AA/TC, fundamen-

to jurídico 5.
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res y órganos que componen el Estado, tal como están definidos 
por la Constitución.13 De la misma forma, este proceso constitu-
cional pretende garantizar el principio de separación de pode-
res reconocido en el artículo 43° de la Constitución Política.14 A 
partir de estas disposiciones, el Tribunal Constitucional peruano 
interpretó lo siguiente: 

La separación de poderes que configura nuestra Constitución no 
es absoluta, porque de la estructura y funciones de los Poderes del 
Estado regulados por ella también se desprende el principio de co-
laboración de poderes [Sentencia 0004-2004-CC/TC, fundamento 
24]. Es decir, las relaciones entre diferentes poderes contienen me-
canismos de control y de colaboración. Y el ejercicio de tales po-
deres tiene por fin principal la defensa de la persona humana y el 
respeto por su dignidad, conforme al artículo 1 de la Constitución.15

Podemos concluir entonces que la defensa de la supremacía 
constitucional es esencial para poder garantizar el Estado de De-
recho y la protección de los derechos fundamentales. Ello inclu-
so nos permite asegurar que todas las acciones llevadas a cabo 
por las instituciones, junto a las leyes y normas que emitan, sean 
sometidas a evaluación para establecer su compatibilidad con la 
Constitución, preservando su valor como norma suprema, pues-
to que ningún acto de gobierno debe contravenir los principios 
constitucionales. Igualmente, la defensa de la supremacía cons-
titucional nos permitirá reforzar la estabilidad y la coherencia 
dentro del sistema legal, proporcionando un marco sólido dentro 
del cual se desarrollen las instituciones democráticas.

2.3.2. Protección de los derechos fundamentales

La finalidad de los procesos constitucionales encargados de la 
tutela de derechos fundamentales es restitutiva, es decir, evitar la 

13	 Artículo 202°. 3 de la Constitución Política y el Artículo 109° del Nuevo 
Código Procesal Constitucional.

14	 Artículo 43 de la Constitución Política.
15	 Sentencia del Tribunal Constitucional N.º 00006-2019-CC/TC, fundamen-

to jurídico 31.
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irreparabilidad de estos a través de una tutela urgente y diferen-
ciada. Conforme al artículo 1° del Nuevo Código Procesal Cons-
titucional se establece que: “Los procesos a los que se refiere el 
presente título tienen por finalidad proteger los derechos consti-
tucionales, ya sean de naturaleza individual o colectiva, reponien-
do las cosas al estado anterior a la violación o amenaza de violación 
de un derecho constitucional, o disponiendo el cumplimiento de un 
mandato legal o de un acto administrativo. [...]” (cursivas añadi-
das). A partir de estas disposiciones, el Tribunal Constitucional 
peruano interpretó lo siguiente: 

Los procesos constitucionales de tutela constituyen mecanismos para 
la defensa y afirmación de los derechos fundamentales y de las liberta-
des públicas. Por su propia naturaleza son reparatorios, y es por ello 
que no se exige estación probatoria, ni se enfoca en la sanción al 
agresor ni en la indemnización al afectado, sino en la restauración 
del derecho frente a una violación, o una eficaz defensa frente a una 
amenaza cierta e inminente.16 (cursivas añadidas). 

Esta finalidad es aplicada a los procesos constitucionales des-
tinados por el constituyente peruano para la defensa de los dere-
chos fundamentales en el Estado peruano, que son:

1)	 Hábeas Corpus: conforme determina el inciso 1) del ar-
tículo 200°, de la Constitución Política y el artículo 33° 
del Nuevo Código Procesal Constitucional, este proceso 
constitucional tiene por objetivo defender, frente a cual-
quier amenaza o afectación, el derecho a la libertad indi-
vidual y sus derechos conexos.

2)	 Acción de Amparo: conforme determina el inciso 2) del 
artículo 200° de la Constitución Política y el artículo 44° 
del Nuevo Código Procesal Constitucional, este proce-
so constitucional tiene por objetivo defender, frente a 
cualquier amenaza o afectación, todos los derechos fun-
damentales que no estén protegidos por los procesos de 
hábeas corpus y hábeas data.

3)	 Hábeas Data: conforme determina el inciso 3) del artículo 
200° de la Constitución Política y el artículo 59° del Nue-

16	 Sentencia del Tribunal Constitucional N.º 00030-2021-PI/TC, fundamento 
jurídico 5.
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vo Código Procesal Constitucional, este proceso consti-
tucional tiene por objetivo defender, frente a cualquier 
amenaza o afectación, los derechos de acceso a la infor-
mación pública y a la autodeterminación informativa.

4)	 Acción de Cumplimiento: conforme determina el inciso 
6) del artículo 200° de la Constitución Política y el artí-
culo 65° del Nuevo Código Procesal Constitucional, este 
proceso constitucional tiene por objetivo exigir el cum-
plimiento de los actos administrativos firmes y normas 
legales.

Son entonces estas acciones de garantía de los derechos fun-
damentales los que juegan un papel importante dentro de una 
sociedad democrática y constitucional de derecho, pues fueron 
diseñados específicamente para salvaguardar los derechos y li-
bertades de todas las personas y que están consagrados por la 
Constitución Política, reforzando así el respeto por la dignidad 
humana (artículo 1° de la Constitución Política de 199317) y do-
tando de herramientas jurídicas a quienes se sientan vulnerados 
de sus derechos, para que el Estado a través de las instancias co-
rrespondientes, pueda reponer las cosas al estado anterior a la 
violación o amenaza de violación de un derecho constitucional, 
otorgando tutela inmediata y directa . 

2.4. Magistratura constitucional

Conforme hemos expuesto líneas previas en la presente inves-
tigación, el Estado peruano ha adoptado, a partir de lo decidido 
por su constituyente, un modelo de jurisdicción constitucional 
dual o mixto, dependiendo de la lectura que se prefiera darle, 
pero que coincide en que los dos órganos encargados de brindar 
justicia constitucional son: i) el Poder Judicial y ii) el Tribunal 
Constitucional.18 

17	 Sentencia del Tribunal Constitucional N.º 05312-2011-PA/TC, fundamen-
to jurídico 8.

18	 Artículo IV del Título Preliminar del Nuevo Código Procesal Constitucio-
nal.
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2.4.3. Poder Judicial

Previamente expusimos que el modelo de jurisdicción constitu-
cional incorpora el control constitucional difuso a cargo de los 
jueces del Poder Judicial, el cual se encuentra reconocido en el 
artículo 138° de la Constitución Política peruana, que expresa-
mente dispone: 

La potestad de administrar justicia emana del pueblo y se ejerce 
por el Poder Judicial a través de sus órganos jerárquicos con arreglo 
a la Constitución y a las leyes. En todo proceso, de existir incompa-
tibilidad entre una norma constitucional y una norma legal, los jueces 
prefieren la primera. Igualmente, prefieren la norma legal sobre toda 
otra norma de rango inferior” (cursivas añadidas). 

Al respecto, el Tribunal Constitucional peruano interpretó lo 
siguiente: 

Al momento de evaluar si les corresponde ejercer el poder-deber de 
aplicar el control difuso contra una determinada ley (artículo 138° de 
la Constitución), todos los jueces y magistrados del Poder Judicial, bajo 
las responsabilidades de ley, se encuentran en la obligación de observar 
las interpretaciones realizadas por el Tribunal Constitucional que ten-
gan conexión manifiesta con el asunto, lo que, conviene enfatizar, no 
ha sido efectuado por la judicatura al momento de conocer algunas 
causas en las que se solicitó la aplicación de la norma impugnada.19 
(resaltado nuestro).

Asimismo, debemos advertir que los jueces del Poder Judicial 
tienen a su cargo los procesos constitucionales de tutela de dere-
chos fundamentales (dos primeras instancias), en relación con lo 
que el Tribunal Constitucional peruano interpretó lo siguiente: 

El control de constitucionalidad solo podrá practicarse siempre que 
la ley sobre la que se duda de su validez sea relevante para resolver 
la controversia sometida al juez. En este sentido el juez solo estará en 
aptitud de declarar su invalidez cuando la ley se encuentre directamen-
te relacionada con la solución del caso, término este último que no 

19	 Sentencia del Tribunal Constitucional N.º 00019-2005-CC/TC, fundamen-
to jurídico 65.
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puede entenderse como circunscrito solo a la pretensión principal, 
sino que comprende incluso a las pretensiones accesorias y tam-
bién a las que se promuevan en vía incidental. El juicio de relevancia 
que subyace al ejercicio válido del control de constitucionalidad no solo 
tiene el propósito de recordar el carácter jurídico del control de cons-
titucionalidad de las leyes, sino también se establece como un límite a 
su ejercicio, puesto que, está vedado cuestionar hipotética o abstrac-
tamente la validez constitucional de las leyes.20 (resaltado nuestro).

Ahora bien, queda claro entonces que el modelo constitu-
cional de control difuso a cargo de los jueces del Poder Judicial 
representa un mecanismo esencial para la protección de la supre-
macía de la Constitución y los derechos fundamentales. A través 
de este recurso los jueces pueden ejercer el control para revisar 
y declarar la inaplicabilidad de normas contrarias a la Consti-
tución, ayudando a fomentar una cultura jurídica de respeto y 
obediencia a la Constitución en todos los niveles del sistema de 
justicia. 

2.4.4. Tribunal Constitucional

En relación con el Tribunal Constitucional, conforme adelanta-
mos, éste tiene la competencia jurisdiccional de realizar el control 
constitucional concentrado a través del proceso de inconstitu-
cionalidad, siendo esta una competencia exclusiva y excluyente, 
y sus resoluciones en este proceso son irrevisables, conforme lo 
determinan el inciso 4) del artículo 200° y el inciso 1) del artícu-
lo 202° de nuestra Constitución Política. Al respecto, el Tribunal 
Constitucional peruano interpretó lo siguiente: 

Mediante el proceso de inconstitucionalidad, la Constitución Política 
del Estado ha confiado al Tribunal Constitucional el control de cons-
titucionalidad de las leyes y las normas con rango de ley. En él, quien 
cuenta con legitimación para interponer la demanda, prima facie, no 
persigue la tutela de intereses subjetivos, sino “la defensa de la Consti-
tución” como norma jurídica suprema. No obstante, aun cuando se 
trata de un proceso fundamentalmente objetivo, es decir, un proce-

20	 Sentencia del Tribunal Constitucional N.º 00374-2017-PA/TC, fundamen-
to jurídico 25.2.
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so en el que se realiza un juicio de compatibilidad abstracta entre 2 
fuentes de distinta jerarquía. Por un lado, la Constitución, que actúa 
como parámetro [ ...]; y, por otro, la ley o las normas con rango de 
ley, que constituyen las fuentes sometidas a ese control, tal como 
ha afirmado este Colegiado, también tiene una dimensión subjetiva, 
en la medida que son fines esenciales de los procesos constitucio-
nales garantizar la primacía de la Constitución y la vigencia efectiva 
de los derechos constitucionales, según establece el Artículo II del 
Título Preliminar del CPConst.21 (resaltado nuestro).

De igual forma, en relación con el proceso competencial, el 
mismo Tribunal posee también una competencia exclusiva, al 
resolver este proceso en instancia única y su decisión es irrevi-
sable, conforme se determina el inciso 3) del artículo 202° de 
nuestra Constitución Política. A partir de estas disposiciones, el 
Tribunal Constitucional peruano interpretó lo siguiente: 

Si bien la Constitución de 1993 y la LOTC no describen expre-
samente el objeto de la acción de conflicto de competencias, ello 
puede interpretarse de la lectura de los artículos 46° al 52° de la 
LOTC. De este modo, cuando el artículo 47° de la LOTC establece 
que “el conflicto se produce cuando alguno de los poderes o entida-
des estatales a que se refiere el artículo anterior, adopta decisiones 
o rehuye deliberadamente actuaciones, afectando competencias o 
atribuciones que la Constitución y las leyes orgánicas confieren a 
otro”, lo que se busca en la contienda es que los órganos constituciona-
les respeten el orden de competencias establecido por la Constitución y 
las leyes integrantes del denominado bloque de constitucionalidad; caso 
contrario, se correría el riesgo de efectuar un análisis basado en dispo-
siciones recogidas en puras leyes ordinarias, convirtiendo al Supremo 
Intérprete Constitucional en un guardián de la legalidad antes que de la 
constitucionalidad de las normas [...]22 (resaltado nuestro). 

En esta línea, también expresó lo siguiente: “El proceso com-
petencial puede ser considerado como uno sui generis, toda vez 
que no está orientado estrictamente a la tutela de un derecho 

21	 Sentencia del Tribunal Constitucional N.º 00020-2005-AI/TC, fundamen-
to jurídico 16.

22	 Sentencia del Tribunal Constitucional N.º 00013-2003-CC/TC, fundamen-
to jurídico 10.4.
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constitucional, ni al control abstracto de actos normativos, como 
sí sucede con los otros procesos constitucionales que el propio 
código reconoce”.23

También, el Tribunal Constitucional es considerado el últi-
mo defensor de los derechos fundamentales en la jurisdicción 
constitucional, porque conforme lo determina el inciso 2) del ar-
tículo 202° de la Constitución Política de 1993, el Tribunal Cons-
titucional será la última instancia de revisión y resolución de los 
procesos constitucionales de tutela de derechos constitucionales. 
En relación con estas disposiciones, el Tribunal Constitucional 
peruano interpretó lo siguiente: 

[…] Que la Constitución ha encomendado al Tribunal Constitucional, 
entre otras atribuciones, conocer, en última y definitiva instancia, las 
resoluciones denegatorias de hábeas corpus, amparo, hábeas data, y 
acción de cumplimiento. Por mandato del Constituyente el Tribunal 
Constitucional tiene la última palabra en materia de protección de de-
rechos fundamentales, los que, a su vez, son tutelados en los mencio-
nados procesos constitucionales, que precisamente se caracterizan 
por ser netamente instrumentales y sumamente expeditivos.24 (re-
saltado nuestro). 

En relación a lo expuesto, el artículo 121° del Nuevo Códi-
go Procesal Constitucional, respecto del carácter inimpugnable 
de las sentencias del Tribunal Constitucional ha establecido lo 
siguiente: “Contra las sentencias del Tribunal Constitucional no 
cabe impugnación alguna. [...]. Lo anterior no afecta el derecho a 
recurrir a los tribunales u organismos internacionales constitui-
dos según tratados de los que el Perú es parte”.

Por último, este órgano jurisdiccional es el supremo y úl-
timo Intérprete de la Constitución peruana, a partir de lo ex-
puesto en este apartado, y conforme lo determina literalmente 
el artículo 1° de su Ley Orgánica, Ley N. 2830125 y el artículo 

23	 Sentencia del Tribunal Constitucional N.º 00007-2021-CC/TC, fundamen-
to jurídico 18.

24	 Sentencia del Tribunal Constitucional N.º 00030-2021-PI/TC, fundamento 
jurídico 6.

25	 Artículo 1 de la Ley Orgánica del Tribunal Constitucional.
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1° de su Reglamento Normativo, Resolución Administrativa 
N.º 095-2004-P-TC,26 y a lo interpretado por el propio Tribunal 
Constitucional que determinó: 

Corresponde concluir que las decisiones jurisdiccionales de este Tribu-
nal no son susceptibles de ser controladas por ningún órgano interno y 
a través de ninguna vía. Un razonamiento contrario desvirtuaría la 
condición de supremo intérprete de la Constitución que caracteriza 
a este Tribunal (artículo 1 de la Ley 28301 -Ley Orgánica del Tribu-
nal Constitucional-).27(resaltado nuestro).

En atención a los artículos señalados, tanto de la Ley Orgáni-
ca del Tribunal Constitucional y de la Constitución Política del 
Perú, las disposiciones que encomiendan al Tribunal Constitu-
cional ser competente de conocer procesos de garantía de dere-
chos fundamentales y resolver en instancia última y única, re-
fuerzan su importancia dentro de nuestro ordenamiento jurídico 
como el máximo garante de la supremacía de la Constitución y 
de la protección de los derechos constitucionalmente protegidos 
por el Estado, asegurando que sus decisiones contribuyan a al-
canzar una mayor coherencia y uniformidad. 

No obstante, es importante señalar que nuestro sistema de 
justicia permite a las personas que aún después de una sentencia 
emitida por el Tribunal Constitucional sigan considerando lesio-
nados sus derechos, la posibilidad de recurrir a tribunales u orga-
nismos internacionales constituidos según tratados o convenios 
de los cuales el Estado peruano es parte, encontrándose dicho 
reconocimiento podemos plasmado en la Constitución Política 
de 1993 en el artículo 205.28 

26	 Artículo 1 del Reglamento Normativo del Tribunal Constitucional.
27	 Sentencia del Tribunal Constitucional N.º 03749-2018-PA/TC, fundamen-

to jurídico 4.
28	 Artículo 205° de la Constitución Política.
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III. Propuestas de reformas a la jurisdicción 
constitucional para la mejora en la  

protección de los derechos fundamentales

3.1. Reforma de los procesos constitucionales

3.1.1. Planteamiento del proceso de amparo  
directo ante el Tribunal Constitucional

Con el objetivo de que la tutela de los derechos fundamentales 
por parte de los procesos constitucionales sea efectiva se requie-
re de pronunciamientos jurisdiccionales que permitan una rever-
sión del daño a estos derechos antes que el perjuicio a los mismos 
sea irreparable, contraviniendo, conforme hemos expuesto, la fi-
nalidad de los procesos constitucionales, según lo determina el 
artículo 1 del Nuevo Código Procesal Constitucional. Por tal mo-
tivo, proponemos que en ciertos supuestos, de forma excepcio-
nal se pueda plantear el proceso constitucional de amparo ante el 
Tribunal Constitucional peruano, sin tener que transitar previa-
mente por dos etapas procesales previas (o instancias procesales 
previas) en el Poder Judicial, como en la actualidad se realiza en 
la jurisdicción constitucional.29 De esta forma, planteamos que 
los supuestos en los cuales se utilizará el proceso de amparo ex-
cepcional serán los siguientes:

1.	 Supuesto de amparo contra resoluciones del Jurado Nacio-
nal de Elecciones en etapa electoral: la necesidad de una 
tutela efectiva y rápida en estos casos es porque durante 
los mismos el calendario electoral no se detiene con la 
presentación de la demanda,30 por lo que se necesita un 
pronunciamiento definitivo sobre la controversia consti-
tucional contra las decisiones definitivas del Jurado Na-
cional de Elecciones que afecten los derechos de los ciu-

29	 Al respecto Roel Alva, Luis Andrés, op. cit., pp. 323-346, https://re-
vistas.pucp.edu.pe/index.php/pensamientoconstitucional/article/
view/18711/18952; 

30	 Sentencia del Tribunal Constitucional N.º 05854-2005-AA/TC, fundamen-
to jurídico 39 b); Resolución del Tribunal Constitucional N.º 00613-2011-
PA/TC, fundamento jurídico 5.
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dadanos en las contiendas electorales.31

2.	 Supuesto de amparo contra resoluciones de la Junta Na-
cional de Justicia: en este supuesto consideramos que al 
resolver el Tribunal Constitucional en única instancia se 
evita que el proceso transite por las instancias del Poder 
Judicial, en las cuales la independencia externa32 de los 
jueces está en entredicho porque la Junta Nacional de Jus-
ticia es el órgano que los evaluará, ratificará o destituirá 
posteriormente.33

3.	 Supuesto de amparo contra resoluciones del Poder Judicial: 
en este supuesto consideramos que al resolver el Tribunal 
Constitucional en única instancia se evita que el proceso 
transite por las instancias del Poder Judicial, donde igual-
mente está en entredicho la independencia interna34 de 
los jueces porque estas demandas serán contra decisiones 
tomadas por los órganos superiores del Poder Judicial.35

En tal sentido, planteamos como una reforma esbozada que, 
en los supuestos de procedencia del proceso constitucional de 
amparo contra resoluciones del Jurado Nacional de Elecciones 
en etapa electoral, contra resoluciones de la Junta Nacional de 
Justicia y contra resoluciones del Poder Judicial, se utilice el pro-
ceso de amparo excepcional. Por lo tanto, con el objetivo de que 
nuestra propuesta signifique una verdadera reforma en la tutela 
efectiva de los derechos constitucionales en la jurisdicción cons-

31	 Artículo 44°, inciso 16) del Nuevo Código Procesal Constitucional; Sen-
tencia del Tribunal Constitucional N.º 02730-2006-PA/TC, fundamentos 
jurídicos 2-4. 

32	 Sentencia del Tribunal Constitucional N.º 00004-2006-AI/TC, fundamen-
to jurídico 18, a); Fiss, Owen, El Derecho como razón pública, Traducción 
de Esteban Restrepo Saldarriaga, Madrid/Barcelona/Buenos Aires, Marcial 
Pons, 2007, p. 9.

33	 Título II de la Ley Orgánica de la Junta Nacional de Justicia; Artículo 
154° de la Constitución Política; Sentencia del Tribunal Constitucional N. 
02250-2007-PA/TC, fundamentos jurídicos 1-8.

34	 Sentencia del Tribunal Constitucional N. 00004-2006-AI/TC, fundamento 
jurídico 18, b); Fiss, Owen, op. cit., p. 90.

35	 Capítulos I y II del Texto Único Ordenado de la Ley Orgánica del Poder Ju-
dicial; Artículo 9 del Nuevo Código Procesal Constitucional; Sentencia del 
Tribunal Constitucional N. 00486-2022-PA/TC, fundamentos jurídicos 2-5.
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titucional peruana, no podemos aspirar a que todos los supuestos 
de procedencia del proceso de amparo sean presentados direc-
tamente ante el fuero del Tribunal Constitucional, puesto que 
esto podría significar una alta sobrecarga procesal de dicho órga-
no jurisdiccional y ello sería un problema más que una solución. 
Por lo que, se identificaron estos tres supuestos específicos que 
requieren una reforma en la procedencia actual del proceso de 
amparo para una protección efectiva de los derechos constitu-
cionales.36

3.1.2. Un proceso constitucional de amparo excepcional  
y un proceso constitucional de amparo genérico

Para los supuestos de procedencia del proceso constitucional de 
amparo contra resoluciones del Jurado Nacional de Elecciones 
en etapa electoral, contra resoluciones de la Junta Nacional de 
Justicia y contra resoluciones del Poder Judicial, serán los casos 
en los cuales se utilizará el proceso de amparo excepcional. En el 
resto de los supuestos de procedencia se utilizará el proceso de 
amparo como lo conocemos en la actualidad, el cual se denomi-
naría el proceso de amparo genérico u ordinario. Para lograr esta 
propuesta se requeriría una reforma constitucional y una modifi-
cación del Nuevo Código Procesal Constitucional.

Cabe señalar que este planteamiento de tener dos tipos de 
proceso de amparo no es nuevo en el derecho y doctrina compa-
rada,37 puesto que, por ejemplo, en España existe tanto un proce-
so de amparo ordinario como un proceso de amparo extraordi-
nario,38 conforme lo determinan los artículos 53° inciso 2 y 162° 

36	 Roel Alva, Luis Andrés, op. cit., p. 343. 
37	 Landa Arroyo, César, “El proceso de amparo en América Latina”, Anuario 

de Derecho Constitucional latinoamericano, año XVII, Montevideo, 2011, 
pp. 207-226, https://www.corteidh.or.cr/tablas/r27649.pdf 

38	 Agudelo Ramírez, Martín, “El recurso de amparo y el Tribunal Constitu-
cional español, en Estudio sobre la tutela procesal cualificada de protec-
ción de los derechos fundamentales en el país ibérico”. Revista Ratio Juris, 
vol. 1, núm. 3, 2005, pp. 35-53. https://dialnet.unirioja.es/descarga/articu-
lo/8653699.pdf; López Guerra, Luis, “La justicia constitucional en España”, 
Anuario Iberoamericano de Justicia Constitucional, núm. 1, Madrid, Centro 
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inciso 1.b) de la Constitución española39 y los artículos 41° y 48° 
de la Ley Orgánica del Tribunal Constitucional español, Ley Or-
gánica 2/1979, del 3 de octubre.40

3.2. Reforma en la Magistratura constitucional

3.2.1. Aumentar la cantidad de magistrados y  
más salas resolutivas del Tribunal Constitucional

Nuestro planteamiento en este apartado es incrementar el nú-
mero de magistrados del Tribunal Constitucional de siete, como 
opera en la actualidad, a 9 nueve como se encontraba constitui-
do en la época de su antecesor el Tribunal de Garantías Consti-
tucionales. Esto significa que se plantea retornar a la cantidad 
de nueve magistrados de este órgano jurisdiccional como en la 
Constitución Política de 1979 y su Tribunal de Garantías Consti-
tucionales. Efectivamente, el artículo 296 de la precitada Consti-
tución establecía que: “El Tribunal de Garantías Constitucionales 
es el órgano de control de la Constitución. Se compone de nueve 
miembros. Tres designados por el Congreso; tres por el Poder Ejecu-
tivo; y tres por la Corte Suprema de Justicia” (resaltado nuestro).

Por otro lado, en la actualidad son siete magistrados41 con dos 
salas (denominadas como Sala 1 y Sala 2) de tres magistrados 
cada una y un Presidente del Tribunal Constitucional que no in-
tegra ninguna de estas, salvo excepciones reguladas y permitidas 
en el Nuevo Código Procesal Constitucional.42 Por lo que nuestra 
propuesta al establecerse un órgano jurisdiccional con nueve Ma-
gistrados, permitiendo entonces que se tengan tres Salas resolu-
tivas con tres magistrados cada una, permitiendo que exista una 
mayor capacidad resolutiva por parte del Tribunal Constitucio-
nal y brindando una oportuna justicia constitucional.

de Estudios Políticos y Constitucionales, 1997, pp. 187-206, https://recyt.
fecyt.es/index.php/AIJC/article/view/45565 

39	 Artículos 53° y 162° 1 de la Constitución Española de 1978
40	 Ley Orgánica del Tribunal Constitucional Español.
41	 Artículo 201 de la Constitución Política.
42	 Artículo 117 del Nuevo Código Procesal Constitucional.
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3.2.2.Competencia para resolver el proceso de amparo directo

Conforme hemos planteado en apartados anteriores, una reforma 
del proceso constitucional de amparo, que tenga como objetivo 
que este se plantee directamente ante el Tribunal Constitucional, 
exige también una reforma en relación con la competencia de 
este último para conocer este novísimo tipo de amparo.

Efectivamente, según hemos expuesto previamente, estamos 
planteando una reforma en cuanto a la procedencia del proceso 
de amparo, lo cual exigiría no solo una reforma constitucional 
en relación a la disposición que reconoce este proceso sino que, 
además, la modificatoria de las competencias jurisdiccionales 
del Tribunal Constitucional, para que este órgano jurisdiccional 
pueda conocer excepcionalmente ciertos supuestos del proceso 
de amparo, sin que, previamente, transite por el fuero del Poder 
Judicial.

3.2.3. Cumplimiento en la implementación de la justicia 
constitucional especializada en el Poder Judicial

Desde el pasado Código Procesal Constitucional, Ley N. 28237, 
se ha exigido la implementación de la justicia constitucional es-
pecializada en el Poder Judicial, conforme lo disponía su Tercera 
Disposición Final: “Los procesos de competencia del Poder Judi-
cial a que se refiere el presente Código se iniciarán ante los jueces 
especializados que correspondan en aquellos distritos judiciales 
que cuenten con ellos, con la sola excepción del proceso de há-
beas corpus que podrá iniciarse ante cualquier juez penal”.

En el Nuevo Código Procesal Constitucional, Ley N. 31307, 
también se ha exigido la implementación de la justicia consti-
tucional especializada en el Poder Judicial, conforme lo dispo-
nen tanto la Segunda Disposición Complementaria Final como la 
Única Disposición Complementaria Transitoria. De esta manera, 
consideramos que es necesario que se cumpla efectivamente con 
esta exigencia legal, e incluso, se podría a través de una reforma 
constitucional plantear esta exigencia a este nivel, con el objeti-
vo de que no exista duda de su obligatoriedad de cumplimiento, 
puesto que, conforme se puede apreciar, a partir de las dispo-
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siciones precitadas, ha existido una obligatoriedad a nivel legal, 
pero esta no ha sido cumplida.

Cabe señalar que esta problemática no es nueva, e incluso, 
desde el Congreso de la República se planteó en su momento una 
iniciativa legislativa (Proyecto de Ley N. 05857/2020-CR, de 24 
de julio de 202043) para crear el Sistema Nacional Especializado 
de Justicia Constitucional, que tendría como objetivo: “[...] con-
tar con un sistema integrado y especializado de justicia en dicha 
materia a efectos de expandir y concretizar la protección de la 
supremacía normativa de la constitución y los derechos funda-
mentales [...]”,44 que lamentablemente no logró aprobarse en el 
Congreso y materializarse en ley.

VI. Conclusiones

Conforme advertimos al comienzo de la presente ponencia, 
nuestro objetivo es plantear una serie de propuestas para me-
jorar la efectividad de la jurisdicción constitucional en la pro-
tección de derechos fundamentales en el Estado peruano. Estas 
son propuestas que tienen por objeto mejorar la efectividad de la 
protección de derechos fundamentales en la jurisdicción consti-
tucional tanto a nivel de los procesos como a nivel de la magis-
tratura constitucional. Estos planteamientos son tanto a nivel de 
reformas constitucionales como a nivel de reformas legales.

En este sentido, se ha considerado como parte de nuestra 
propuesta la reforma de los procesos constitucionales en cuan-
to a su estructura procesal, proponiendo la reforma del proceso 
constitucional de amparo, planteando que este proceso se divida 
en un proceso constitucional ordinario y uno excepcional, el cual 
tendría una procedencia directa ante el Tribunal Constitucional.

43	 Roel Alva, Luis Andrés, Proyecto de Ley N. 05857/2020-CR, de 24 de 
julio de 2020, Lima, Congreso de la República, 2020, https://www2.
congreso.gob.pe/sicr/tradocestproc/CLProLey2016.nsf/Sicr/TraDo-
cEstProc/CLProLey2016.nsf/Comisiones/24A4792734D2A6EA-
052585B0001A5838?opendocument 

44	 Artículo 1° del Proyecto de Ley N.º 05857/2020-CR
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De igual forma, hemos considerado como parte de nuestra 
propuesta la reforma de la magistratura encargada de resolver 
los procesos constitucionales, proponiendo una reforma en la es-
tructura y competencia del Tribunal Constitucional y una real (y 
efectiva) judicatura constitucional en el Poder Judicial.
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